	XI. EXPEDIENTE T 3.038.260 - SENTENCIA SU-424/12 
M.P. Mauricio González Cuervo


 
1. Decisión 
Primero.- LEVANTAR la suspensión de términos decretada en el presente proceso.
Segundo.- REVOCAR la sentencia de tutela proferida por la Sala de Decisión Penal de Tutelas de la Corte Suprema de Justicia proferida el 17 de marzo de 2011 para, en su lugar, CONCEDER el amparo del derecho fundamental al debido proceso de la señora Lucía Llamas Medina. 
Tercero.- En consecuencia, DEJAR EN FIRME la condena proferida por el Juzgado Once Laboral del Circuito de Medellín en el numeral 3 de la sentencia del 29 de noviembre de 2005 y su auto complementario del 6 de febrero de 2006, en contra del Sindicato de Trabajadores del Municipio de Medellín, a favor de la señora LUCÍA LLAMAS MEDINA. 
Cuarto.- Líbrese la comunicación de que trata el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991, para los efectos allí contemplados.
 
2. Fundamentos de la decisión
La Corte Constitucional afirmó que como juez natural, la Corte Suprema de Justicia, Sala de casación Laboral, se encontraba plenamente facultada para realizar la valoración de pruebas obrantes en el respectivo expediente, revisión que en el caso concreto ejecutó acorde con las normas que rigen el procedimiento procesal laboral y sin transgredir el debido proceso de la señora Lucía Llamas Medina. 
No obstante, la Sala Plena de esta Corporación verificó que en el presente caso, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia incurrió en un defecto procedimental al absolver al sindicato demandado de todas y cada una de las pretensiones de la demanda, a pesar de que expresamente en las pretensiones formuladas en la demanda de casación se solicitó que se “CASE la sentencia impugnada, excepto en cuanto confirmó en la sentencia complementaria la condena relativa a los intereses de cesantías, para que en sede de instancia confirme el ordinal primero de la providencia del A quo; modifique el ordinal segundo, ordenando que la pensión será compatible con la que reconozca el ISS; revoque el ordinal quinto y en su lugar condene a suministrar a la trabajadora el vestido y calzado de labor adecuado por la empleadora” (resaltado no es del texto).
En consecuencia, cuando la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, actuando en sede de instancia, decide revocar la sentencia del Juzgado Once Laboral del Circuito de Medellín de fecha 29 de noviembre de 2005 y su complementaria de 6 de febrero de 2006, proferida en el proceso ordinario laboral que promovió Lucía Llamas Medina contra el Sindicato de Trabajadores Municipales de Medellín “para en su lugar absolver a la demandada de todas y cada una de las pretensiones de la demanda”, desconoció la condena de intereses a la cesantía y la respectiva sanción por el no pago oportuno, prestaciones reconocidas a favor de la accionante en primera instancia y confirmadas en segunda instancia, derechos con fundamento legal, que no se encuentran amparados en la convención colectiva referida, la cual no es aplicable en el caso concreto. 
Aunado a lo anterior, la Corte advirtió que la autoridad judicial accionada en la sentencia de instancia fechada el 2 de marzo de 2010, faltó a su deber de motivar su decisión final de absolver al sindicato demandado de todas y cada una de las pretensiones de la demanda. A su juicio, el fallo cuestionado descartó sin argumentos la condena de intereses a la cesantía. En efecto, salta a la vista la omisión de relacionar las pretensiones de lo demandado por la actora, las cuales consistían en el reconocimiento de una pensión de jubilación, los intereses sobre auxilio de cesantía incluida la sanción por no haber sido pagados oportunamente y el vestido y calzado de labor. Observó que en la parte considerativa de la referida providencia, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación laboral, realizó un exhaustivo y adecuado análisis del valor probatorio de la convención colectiva de la cual se deriva, únicamente, la pretensión del reconocimiento de la pensión de jubilación. Como resultado de ese estudio, fue acertada la decisión de considerar el documento allegado como no válido para producir efectos por falta de las solemnidades de ley. 
Por otra parte, la Corte Constitucional consideró que probablemente, por simple omisión, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, tampoco se pronunció de manera detallada o diferenciada sobre cada una de las pretensiones, en la parte resolutiva de la providencia. En virtud de lo anterior, la decisión adoptada en la instancia de cierre del proceso ante la jurisdicción ordinaria laboral ha vulnerado el derecho fundamental al debido proceso de la peticionaria y, en esa medida, la acción de tutela resulta procedente para asegurar su protección efectiva. 
Como quiera que en el presente caso, no se desconoce la ratio decidendi de la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral y en consideración a los supuestos fácticos del caso concreto, la Corte Constitucional procedió a realizar ciertas precisiones del orden del reconocimiento de la condena de intereses de cesantía, a fin de garantizar el debido proceso a la accionante. Así mismo, determinó que el incidente de nulidad tramitado dentro del proceso ordinario, de ninguna manera conculcó el debido proceso de la señora Llamas Medina. 
Por lo expuesto, la Sala Plena de la Corte Constitucional procedió a conceder el amparo solicitado por la actora para que le sean pagados por el Sindicato de Trabajadores del Municipio de Medellín, los intereses sobre las cesantías correspondientes al periodo comprendido entre el 1º de enero de 2001 hasta la fecha de su desvinculación, junto con la sanción establecida en el numeral 3º del artículo 1º de la Ley 52 de 1975, hasta la fecha en que ocurra el pago total de dichos intereses causados.
 
